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PE 


SEÑOR PRESIDENTE (Gonzalo Civila López).- Habiendo número, está abierta la 
reunión. 


Como asunto entrado tenemos un proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo, 
con media sanción de la Cámara de Senadores: "Participaciones patrimoniales al 
portador con destino al Banco Central del Uruguay. (Se modifican los artículos 5% de la 
Ley N* 18.930 y 39 de la Ley N* 19.484)". 


En el orden del día de hoy tenemos los dos proyectos que estamos considerando: el 
relativo a la usura y el que refiere al procedimiento de reestructuración de deudas de 
personas físicas. Por ambos proyectos invitamos a dos organizaciones: a la Asociación 
Nacional de Empresas Administradoras de Crédito de Personas (Aneac) -cuya delegación 
ya está esperando para ingresar a sala- y a la Federación de Cooperativas de Ahorro y 
Crédito (Fecoac). 


(Ingresa a sala la delegación de la Asociación Nacional de Empresas 
Administradoras de Crédito de Personas) 


La Comisión de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a la delegación de la 
Asociación Nacional de Empresas Administradoras de Crédito de Personas, integrada por 
el presidente, contador Alejandro Grasso; el secretario, señor Nelson Borreani, y el 
secretario ejecutivo, contador Luis Costa. 


La Comisión tiene a estudio dos proyectos: uno relativo a la usura y otro que refiere 
al procedimiento de reestructuración de deudas de personas físicas. Los hemos invitado 
para conocer su opinión sobre ambos temas. 


SEÑOR GRASSO (Alejandro).- Buenos días a todos. Muchas gracias por 
recibirnos. 


Queremos agradecer a la Comisión por la convocatoria y la oportunidad de brindar 
nuestros comentarios sobre los proyectos de ley que tienen a estudio. Nos referimos al 
proyecto modificativo de la ley de usura y al proyecto de ley para crear un procedimiento 
de reestructuración de deudas de personas físicas. 


Nuestros comentarios sobre ambos proyectos se enmarcan en el respeto al trabajo 
realizado y son planteados con el afán de contribuir a un marco regulatorio que proteja a 
los usuarios del sistema y a las empresas que operamos en él. Como Asociación, la 
protección del usuario financiero es un tema que nos ocupa y que está presente en la 
agenda de las conversaciones que habitualmente tenemos como industria con el 
regulador. 


Sabemos que otros actores participaron en reuniones previas de esta Comisión y 
que describieron el mercado uruguayo de crédito a las familias, por lo que no 
abundaremos en las cifras generales, pero sí nos detendremos en lo que respecta a las 
administradoras de crédito, a las que representamos. 


Nos referiremos, en primera instancia, al proyecto de ley modificativo de la ley de 
usura. 


Nuestra Asociación otorga especial importancia a la regulación de la usura, en tanto 
protege al usuario financiero, que es nuestra principal preocupación pues es nuestro 
cliente directo. 


En primer lugar, queremos destacar que estamos en un mercado con alta 
competencia. En el mercado de créditos uruguayo participan más de cuarenta 
instituciones supervisadas por el Banco Central del Uruguay, a las cuales se le deben 
sumar otros más de cuarenta actores no supervisados, pero formales -es decir que 
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también tienen que cumplir con lo que establecen estos dos proyectos que están a 
consideración-, que también tienen una participación relevante en el mercado. 


En segundo lugar, el mercado de créditos es un mercado totalmente abierto, con 
bajas barreras de entrada. En forma permanente están ingresando nuevos competidores 
y recientemente se está dando el ingreso de nuevos prestadores de efectivo, basados en 
plataformas digitales que no precisan ningún trámite especial; comienzan como cualquier 
empresa comercial. 


Queremos hacer notar que nuestro mercado no es un mercado cerrado, que precisa 
autorización especial de algún ente regulador, sino que cualquier empresario puede 
comenzar a prestar el efectivo, como cualquier otra empresa comercial, cumpliendo con 
los requisitos normales para una empresa de esa categoría. 


En tercer lugar, queremos dejar constancia de la relevancia que tienen las entidades 
financieras no bancarias en el mercado de créditos. Según un estudio realizado por la 
consultora Exante -una de las que más maneja el tema del mercado de créditos en 
Uruguay-, "las entidades financieras no bancarias (EFNBs), que reportan información a la 
Central de Riesgos del Banco Central, atendían a octubre de 2020 a más de un millón de 
personas que toman crédito en Uruguay". Además, la consultora sostiene que "el 
solapamiento de los universos de clientes de los Bancos y entidades no bancarias es solo 
parcial; más de 500.000 personas tenían saldos activos exclusivamente con entidades no 
bancarias." -quiere decir que estas personas no participan del sistema bancario como 
cliente de crédito- "Eso significa que el 33% de la población que tenía crédito en 
Uruguay, lo tenía contratado únicamente con entidades no bancarias". 


En este contexto vemos necesario plantear la importancia de que los topes de usura 
se fijen teniendo en cuenta también al segmento de mercado que es atendido por las 
entidades que representamos. En definitiva, se trata de quinientas mil personas que 
quedarían desatendidas por otros mercados. 


Por un lado, como fue mencionado, hay un segmento de la población que solo es 
atendido por las entidades no bancarias. Este segmento está integrado por personas más 
vulnerables que las que atienden las entidades bancarias y, por tanto, más riesgosas 
desde el punto de vista crediticio. Por este motivo, la tasa asociada a este tipo de créditos 
exige una mayor prima por riesgo, asociada a las pérdidas por incobrabilidad. 


Adicionalmente, los créditos a este segmento suelen ser de menores montos. Al 
respecto cabe subrayar que la mayoría de los costos operativos son fijos por cada 
crédito; es decir, no dependen del monto otorgado. De esta forma, cuanto menor sea el 
monto del crédito, mayor será el peso de los costos por unidad de crédito. Nuevamente, 
esto exige que la tasa sea mayor porque porcentualmente el peso de los costos es 
mayor. 


Lo importante aquí es hacer notar que la tasa efectiva, que es la tasa que publica el 
Banco Central y que es el precio que determina el mercado, no está comparada con la 
rentabilidad del crédito. Los costos operativos son muy importantes sobre esos montos 
tan pequeños, por lo que ese porcentaje de la tasa tiende a ser muy alto en esta relación 
de costos operativos frente a montos otorgados. Esto se daría porque los topes bajos 
harían que los clientes más riesgosos y/o los créditos de menores montos dejen de ser 
viables. 


El racionamiento del crédito limitaría el acceso a liquidez de un segmento de la 
población y, eventualmente, desplazaría a los usuarios hacia el mercado informal. Es 
decir, fijar topes no representativos del mercado podría terminar perjudicando, 
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precisamente, a los grupos de población que se pretende beneficiar, que son los más 
vulnerables. 


Adicionalmente, la reducción de las tasas y el consecuente racionamiento del crédito 
pueden provocar una reducción de la cantidad de instituciones financieras o de sus 
sucursales, lo cual afectaría también al empleo en el sector y a la competencia que hoy 
se da por ser, como decíamos, un mercado totalmente abierto. Entendemos que en un 
contexto en el que se está discutiendo la reforma de la seguridad social y en el que la 
Caja de Pensiones y Jubilaciones Bancaria enfrenta dificultades de financiamiento este 
tema no es marginal. 


En síntesis, la no representatividad de los topes podría conducir a un equilibrio con 
menor oferta, menor competencia y mayores restricciones de acceso para la población 
más riesgosa, que es también la más vulnerable. En particular, evaluamos que se verían 
principalmente afectados los jóvenes y los trabajadores independientes sin historial 
crediticio y/o con antecedentes crediticios desfavorables. 


De todas formas, con el objetivo de proteger al usuario financiero y de generar 
mayor bienestar en los consumidores, se podrían adoptar medidas que favorecieran la 
disminución de las tasas sin efectos colaterales negativos, así como también medidas 
que aseguraran la calidad de los servicios prestados. 


En primer lugar, si las entidades que otorgan créditos tuvieran mayor y mejor acceso 
a información, sería beneficioso para reducir riesgos y disminuir costos. En particular, 
garantizar y facilitar el acceso a la información de los clientes que está en poder de 
entidades públicas -siempre con el consentimiento de estos- permitiría, por un lado, 
mejorar la evaluación crediticia del deudor y, por otro, reducir los costos de otorgamiento, 
sobre todo si se habilita la automatización del acceso a la información. 


Además, y como recomendación particular, vemos que ampliar la información con la 
que cuenta la central de riesgos del Banco Central, incluyendo a más entidades, 
permitiría realizar una mejor evaluación crediticia de los deudores, ya que se obtendría 
mayor información de estos. 


En segundo lugar, como fue planteado previamente, el riesgo asociado al cliente es 
un factor clave a la hora de determinar la tasa de un crédito. Por este motivo vemos que 
podría ser beneficiosa una regulación en la cual los topes estuvieran asociados al nivel de 
riesgo del cliente. De esta forma, a los clientes más riesgosos les aplicarían mayores 
topes, lo cual permitiría su acceso al crédito y, sobre todo, se mantendrían topes 
representantes del mercado en el que están operando. 


Finalmente, queremos compartir con ustedes que en nuestro compromiso con la 
protección al usuario financiero estamos trabajando en la creación de un protocolo de 
buenas prácticas para las gestiones de cobro de nuestras empresas o empresas de 
recupero que trabajen para ellas. Ya muchas de nuestras empresas tienen protocolos de 
buenas prácticas, pero pretendemos generar un código de buenas prácticas que sea 
obligatorio no solo para las empresas que integran la Asociación, sino también para 
aquellas que terminan teniendo en su poder créditos que provienen del sector financiero y 
que en determinado momento son vendidos a estas empresas, ya sea por instituciones 
como las nuestras, las administradoras de crédito, o por los bancos. 


Observamos que reglar esta instancia es fundamental para garantizar la protección 
de nuestros clientes y socios. 


As 


Les haremos llegar los estudios de nuestros técnicos y de los académicos que han 
trabajado en este tema, para que tengan una información más pormenorizada que sería 
tedioso exponer aquí. 


SEÑOR BORREANI (Nelson).- Ahora nos referiremos al proyecto de ley para crear 
un procedimiento de reestructuración de deudas de personas físicas. 


Entendemos que el endeudamiento excesivo es un tema de alta sensibilidad social y 
preocupación. Por este motivo, solicitamos estudios de expertos en Derecho y en 
Economía para analizar este proyecto. 


Según los estudios que solicitamos, de implementarse el proyecto presentado, 
habrá consecuencias negativas que contradicen incluso los objetivos que se persiguen. 
Entre otros, conducirá a un aumento de las tasas de interés, a un aumento del 
racionamiento del crédito y al desplazamiento de deudores hacia el mercado informal. En 
definitiva, terminará afectando negativamente a la población que pretende favorecer y a 
todos los usuarios del crédito. 


Con relación al racionamiento del crédito, el artículo 20 del proyecto otorga al juez la 
potestad de definir si las empresas financieras han actuado con culpa al momento de 
otorgar los créditos y, en dicho caso, se perdonarán los adeudos sin más trámite, pero no 
establece reglas claras para definir cuándo se actúa con culpa y cuándo no. 


De la forma en que está planteado, el proceso judicial estaría otorgando excesiva 
discrecionalidad al juez, por lo que las empresas financieras no tendrían una pauta de 
actuación clara a la cual atenerse. Ello podría llevar a que estas sean excesivamente 
cautelosas a la hora de otorgar un crédito y eviten dar financiamiento a personas que 
tengan capacidad de pago más comprometida. Por esto, limitaría el acceso a 
financiamiento de las personas que trata de proteger. 


Además, esto afectaría específicamente la oferta por parte de empresas financieras. 
Esto se debe a que la redacción del artículo 20 coloca a las empresas financieras en 
desventaja frente a otros acreedores que no se consideren como tales, dado que solo 
aplica a estas la posible determinación de que hayan actuado con culpa. Al respecto los 
técnicos mencionan, además, que el proyecto no define qué se entiende por empresa 
financiera. 


En cuanto al desplazamiento hacia mercados informales, el hecho de que las 
instituciones financieras sean más cautelosas a la hora de otorgar créditos desplazaría a 
los sujetos de crédito que no obtengan financiamiento en el mercado formal hacia 
mercados informales. 


Además, es posible que una regulación de este tipo termine perjudicando a quien 
ingrese en el sistema de reestructura de deuda, ya que sus antecedentes podrían 
conducir a que las empresas formales decidan no otorgarle crédito. Incluso, hay casos en 
que la propia regulación sugerida en el proyecto impide que las entidades financieras 
brinden nuevos créditos a esos deudores. Más precisamente, según el artículo 20, si se 
determina que la institución financiera actuó con culpa, el deudor queda inhabilitado para 
solicitar préstamos ante cualquier entidad por cuatro años. 


De esta forma, en caso de necesitar financiamiento, la persona se vería obligada a 
obtenerlo en el mercado informal, lo cual implicaría peores condiciones para el prestatario 
y menos garantías respecto al cumplimiento de sus derechos como consumidor. 


Los técnicos sostienen que las tasas de interés seguramente suban, pues la 
posibilidad de reestructurar con quitas aumenta el riesgo moral asociado al pago del 
crédito, dado que el deudor tiene menos incentivos para esforzarse por cumplir con las 
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cuotas pactadas. Incluso en los casos en que pueda acordarse una reestructura con 
quitas, el artículo 19 introduce un incentivo a no cumplir los acuerdos. Este artículo 
establece que, luego de transcurridos cinco años desde que el deudor incumpla y 
habiendo hecho efectivo el pago de por lo menos el 50 % de la deuda reestructurada, el 
deudor quedará rehabilitado. Esta rehabilitación implicaría que se libere de las deudas, 
las que quedarán extinguidas de pleno derecho. Con esto, una vez que se paga el 50 %, 
existiría un incentivo para dejar de cumplir, ya que a los cinco años la deuda se extingue. 


Estos incentivos implican un aumento del riesgo moral y posiblemente de la 
morosidad, lo cual sería un estímulo para el aumento de las tasas. 


En conclusión, en ambos proyectos vemos buenas intenciones, pero entendemos 
que los instrumentos propuestos no son los adecuados para alcanzar los objetivos que se 
plantean. En particular, de hacerse efectivos, perjudicarían al segmento de la población 
que buscan favorecer. 


Quedamos a disposición para las preguntas que quieran formularnos. 


SEÑOR REPRESENTANTE PERRONE CABRERA (Álvaro).- Damos la bienvenida 
a la delegación. 


En cuanto al primer proyecto, ¿tienen información de cuál es el costo operativo del 
crédito que se refleja en la tasa de interés? 


Sobre el acceso a la información, me gustaría saber cuál sería esa información que 
requieren desde el ámbito público para poder bajar los costos operativos. 


SEÑOR GRASSO (Alejandro).- Básicamente, los costos operativos, como decía al 
principio, dependen mucho del monto del crédito otorgado. Ese porcentaje varía, pero es 
significativo. Para los montos promedio de efectivo que otorga la industria, que pueden 
ser del orden de los $ 15.000, ese costo operativo puede llegar a ser representativo hasta 
de un 70 % o un 80 % del precio o de la tasa efectiva que contempla la tasa media de 
mercado. 


Con relación a la información, hay dos elementos sustanciales. Uno ya lo planteaba 
y es que haya mayor información en la central de riesgos que hoy maneja el Banco 
Central. Cuanto más información de los deudores esa central de riesgo tenga, mejor será 
la evaluación crediticia de ese deudor. Es decir, hoy por hoy están informando a esa 
central de riesgo los bancos y las administradoras de crédito a través de un 
procedimiento indirecto que es la venta de carteras a los bancos. Estos bancos, que 
pasan a tener esos créditos, se lo informan a la central de riesgo. Sería mucho más 
importante que todos los operadores del mercado -ya sean administradoras de crédito, 
operadores que prestan en efectivo, y todos aquellos que sean regulados por el Banco 
Central- informaran a la central de riesgo. De esa forma, la calidad de esa información 
sería mucho mayor y permitiría determinar quiénes son más o menos riesgosos y 
disminuir enormemente las tasas. 


Otro punto importante que hemos evaluado y discutido a nivel del Banco Central y 
con el Banco de Previsión Social es la información con que cuenta el Banco de Previsión 
Social sobre la información laboral de los deudores. También esa información laboral es 
muy rica acerca de la conducta y los ingresos de la persona. Esa persona hoy puede 
acceder directamente a su información, a través de una clave que pide en el BPS, y 
llevarla a los diferentes operadores de crédito, pero implica hacer un trámite 
administrativo en el Banco de Previsión Social. 


Bs 


Si esa misma información que está en posesión del propio deudor pudiera ser 
automatizada, con consentimiento del deudor, y dada a los operadores de crédito, sería 
muy valioso para la disminución de las tasas. 


El otro elemento sustancial es, por supuesto, lo que planteamos al comienzo: la 
mayor competencia. En definitiva, la mayor competencia, la mayor transparencia, la 
mayor información favorecen enormemente que la tasa baje en forma natural. 


SEÑOR BORREANI (Nelson).- Sería muy importante que a la central de riesgo del 
Banco Central informaran todos los prestadores de efectivo; ahora solo informan las 
empresas administradoras de crédito, que son las controladas por el Banco. Los 
prestadores puros no informan. Por lo tanto, esa información queda fuera del alcance del 
resto de los oferentes en el mercado. 


Esto podría contribuir en dos aspectos: a bajar costos y a disminuir el 
sobreendeudamiento. Al tener una información más completa de cuál es la situación 
económico-financiera de los solicitantes de crédito, las empresas estarían en condiciones 
de tomar decisiones más acertadas, tanto para la empresa como para el propio 
solicitante, porque se bajaría el riesgo de sobreendeudamiento. 


En ese sentido, entendemos que es muy importante el hecho de que se incorpore 
eso -también lo del BPS- para tener el panorama completo del endeudamiento que tiene 
cada solicitante. Eso permitiría a las empresas representadas determinar el riesgo de 
forma más precisa, y no como ahora que queda toda una parte de la oferta del crédito por 
fuera del alcance de la central de riesgo. 


SEÑOR REPRESENTANTE VALDOMIR (Sebastián).- Me sumo al agradecimiento 
y bienvenida a la delegación, sobre todo por la información que nos está brindando. 


Tengo una consulta en el mismo sentido de la que formuló el señor diputado 
Perrone con respecto a los costos operativos. Si entendí bien, en la primera intervención 
del contador Grasso se mencionaba que los costos operativos son fijos. ¿En qué sentido? 
En que el costo para la empresa es igual si el crédito que otorga es de $ 10 o de $ 100. 
Lo que se modifica es el costo por unidad. Pero en la segunda intervención -reitero, si 
entendí bien-, el contador mencionó que el costo es variable según el monto del crédito 
otorgado. Lo que estamos preguntando a todas las delegaciones que han concurrido a la 
Comisión por este tema es cuánto representa el costo operativo en el monto global de la 
operativa de crédito, para tener una idea lo más afinada posible de cuáles son no los 
márgenes, sino los costos en materia administrativa del otorgamiento de crédito. A mi me 
quedó esa duda entre la primera y la segunda intervención del contador. Me gustaría que 
se abundara un poco más en el punto del costo operativo no por unidad de crédito, sino 
en cuanto al monto global de la operativa de la empresa. 


SEÑOR REPRESENTANTE PERRONE CABRERA (Álvaro).- Me quedó una duda 
acerca de cuáles son los operadores financieros que no mandan la información al Banco 
Central. 


SEÑOR BORREANI (Nelson).- Las empresas controladas por el Banco Central son 
aquellas denominadas administradoras de crédito. La administradora de crédito, por 
definición, es aquella que media en la compra-venta de bienes y servicios. Es decir, 
aquella que emite tarjetas de crédito, órdenes de créditos o documentos similares. Las 
empresas que, de manera formal, hacen préstamos en efectivo únicamente no están 
alcanzadas por el control del Banco Central. No solamente no tienen que registrarse, sino 
que no son admitidas. A eso nos referíamos cuando decíamos que sería bueno 
enriquecer a la central de riesgo con la información de esas empresas que tienen un peso 
importante en el mercado y así poder hacer una evaluación de riesgo más precisa, cosa 
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que puede ser útil tanto para las empresas como para los tomadores de crédito, en el 
sentido de regular el sobreendeudamiento y no prestar en la ignorancia de cuánto está 
comprometido ese deudor. 


El otro concepto que es muy importante tomar en cuenta en cuanto a costos es el 
que generan los incobrables. Eso tiene un efecto erosionante sobre la economía y muy 
importante sobre el resultado de las operaciones. 


SEÑOR GRASSO (Alejandro).- Para dar una idea de cómo manejar el concepto de 
costos fijos, que son variables respecto de la tasa efectiva que maneja el Banco Central, 
es importante tener estos conceptos. 


La totalidad de los costos que tienen estas empresas está basada en tres 
conceptos: el riesgo de incobrabilidad -que es un riesgo muy importante porque implica 
no solo no cobrar los intereses, sino dejar de cobrar el capital prestado-, el fondeo de las 
empresas -que no es como en el caso de los bancos, que pueden tomar ahorro público y 
el fondeo es mucho más económico; estas empresas tienen que fondearse con fondos 
propios o con fondos de bancos- y el de los costos operativos. 


En los costos operativos incluimos salarios, alquileres, seguridad. Y esos costos 
operativos están relacionados con el monto del crédito, que es lo que puede llevar a una 
confusión. Evidentemente, si me paro en el concepto de los bancos y tenemos un 
préstamo promedio, por decir una cifra relativamente significativa, de $100.000, y los 
costos operativos para dar esos $100.000 son $ 20, la relación que tiene que mostrarme 
la tasa efectiva sobre la cual tengo que hacer el cálculo para determinar el precio sobre el 
cual tengo que dar el crédito debe tener en cuenta esa relación de los $ 100.000 sobre 
los $ 20. 


Si, en cambio, tengo un crédito mucho menor, por ejemplo de $ 15.000, esos $ 20 
van a incidir de forma mucho más importante en el crédito que estoy otorgando. Eso se 
refleja en la tasa efectiva que el Banco Central publica. Y ahí es donde tenemos esa 
disparidad de tasas según los montos de crédito que se otorguen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación por haber concurrido. 
Estamos en contacto por cualquier consulta sobre estos proyectos. 


SEÑOR GRASSO (Alejandro).- Les haremos llegar los estudios que tenemos sobre 
este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, lo pueden hacer a través de la Secretaría. 


(Se retira de sala la delegación de la Asociación Nacional de Empresas 
Administradoras de Crédito de Personas) 


(Ingresa a sala una delegación de la Federación de Cooperativas de Ahorro y 
Crédito, Fecoac) 


——La Comisión de Hacienda da la bienvenida a la delegación de la Federación de 
Cooperativas de Ahorro y Crédito, Fecoac, integrada por su presidente, el señor Raúl 
Doassans; por el delegado de la cooperativa Artigas, señor Gustavo Bernini, y por el 
asesor legal, doctor Marcelo Amorín. 


La delegación Fecoac concurre a la Comisión a raíz del tratamiento de los dos 
proyectos que figuran en el orden del día, el relativo a usura y el referido al procedimiento 
de reestructuración de deudas de personas físicas. 


SEÑOR DOASSANS (Raúl).- Muy buenos días, muchas gracias por la invitación. 
Soy presidente de la Federación de Cooperativas de ahorro y Crédito, Fecoac, que tiene 
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muchos años -fue socia fundadora de Cudecoop- y cuenta con alrededor de cincuenta mil 
socios. Le cedo el uso de la palabra al compañero Bernini. 


SEÑOR BERNINI (Gustavo).- Soy representante de Cooperativa Artigas e integro 
del Consejo Federal de la Federación. Es un gusto, un honor, volver aquí y saludar a 
quienes conozco; a quienes no, mis respetos. 


El agradecimiento por la invitación. Para nosotros es muy importante que se nos 
escuche respecto a dos proyectos de ley de la importancia de los que se están tratando. 


El presidente acaba de decir quiénes somos. Como él bien decía, esta Federación 
es fundadora de Cudecoop. Luego de la crisis de 2002 y cuando muchas de las 
federaciones -existían varias- pasaron a ser cooperativas de primer grado, nuestra 
Federación fue muy golpeada y prácticamente quedó en inactividad como tal, pero hace 
cuestión de dos años un grupo de cooperativas de base vio la necesidad de reflotarla con 
un criterio gremial. No negamos que existe otra, la Cámara Uruguaya de Cooperativas de 
Ahorro y Crédito de Capitalización, Cucacc -ya estuvo aquí; muchos también somos 
socios-, pero es una Cámara; nosotros nos sentimos más como una federación que 
aspira a representar al movimiento integralmente. Por eso es que hoy ya crecimos en un 
número importante y estamos en pleno proceso de crecimiento y desarrollo. 


Es básico que con nuestra participación queden establecidas por lo menos algunas 
ideas fuerza que consideramos que pueden ser útiles para ustedes a la hora de analizar 
los proyectos en cuestión. 


En primer lugar, somos de la idea de que no se puede analizar al sistema financiero 
en general o a las entidades financieras como si fueran todas iguales. Por lo pronto, 
cualquier proyecto de ley debería tener en cuenta que no todas las entidades son iguales. 
No es lo mismo la banca del Estado que la banca privada extranjera, que las financieras - 
que son todas propiedad de bancos extranjeros-, que las cooperativas de ahorro y 
crédito, que son de capitales nacionales. Diría que son lo poco que va quedando en el 
país de entidades financieras de capital nacional privado. Estamos convencidos de que 
todavía existe un nicho de mercado importante a atender, independientemente de que la 
Ley de Inclusión Financiera fue un paso importante a la hora de que sectores muy 
amplios de la sociedad pudieran tener acceso a productos y a herramientas financieras 
de manera gratuita y democrática. Antes las cooperativas cumplían un rol muy importante 
en ese sentido y hoy, como preveíamos en su momento, la Ley de Inclusión Financiera 
no nos sacó del plato sino que, por el contrario, la mayoría de las cooperativas de ahorro 
y crédito siguen creciendo. 


Cuando digo que las cooperativas de ahorro y crédito son de capital nacional, digo 
que, además, no hay empresarios. Los propios socios son los dueños de esas entidades; 
por lo tanto, su capital es el que integran mensualmente sus socios como aporte al capital 
social. 


Como ustedes saben, en Uruguay el 99,9% de las cooperativas son de 
capitalización, no intermedian financieramente. Solo hay una cooperativa que intermedia, 
que es Fucerep, que es socia de nuestra gremial. Eso es lo que nos distingue. La única 
cooperativa de ahorro y crédito de intermediación financiera -esto quiere decir que capta 
ahorro, que presta y que es banca total- es Fucerep. Claro, la rige el decreto de banca 
minorista; o sea, tiene límites, tanto en el ahorro individual como en los máximos que 
puede tener de ahorro como capital, como pasivo. 


Por tanto, el capital que las cooperativas utilizan para sus créditos -la inmensa 
mayoría son de capitalización- es el capital que integran los socios. Es más, una de las 
dificultades que se tienen muchas veces es que hay más demanda que lo que se tiene de 
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capital y normalmente lo que se tiene que hacer es caer en algo que no es saludable, 
pero que a veces es imprescindible, que es salir a buscar préstamos al sistema para 
poder capitalizarse y poder prestar a sus socios. Fíjense ustedes que si el promedio de 
tasa en las cooperativas de ahorro y crédito no supera el 37 %, 38 % -no creo que pase el 
40 %; me refiero a los créditos que son con retención, con descuento por planilla-, esa 
tasa de interés prácticamente está integrada en exclusividad por el costo del dinero y por 
los gastos operativos. 


Tengan en cuenta que, además, al personal, que son unos mil doscientos o mil 
trecientos funcionarios en total en las más de sesenta cooperativas de ahorro y crédito 
que hay -no todas están agremiadas a Cucacc ni a nosotros-, les rige el convenio de la 
banca privada de la Asociación de Bancarios del Uruguay (AEBU), o sea que tienen 
salarios buenos; lo digo con propiedad porque fui dirigente de AEBU. Naturalmente, este 
es un costo mayor que el que tienen muchas competidoras de los nichos de mercado al 
que apuntan las cooperativas, que son las financieras. 


Las cooperativas de ahorro y crédito pagan salarios del convenio colectivo de la 
banca privada de AEBU y, además, están afiliadas a la Caja Bancaria, donde tienen 
también una aportación mayor que la que tiene una financiera. 


Estos son datos de la realidad muy importantes. Cuando hablamos de la 
preocupación por la usura -que también es nuestra; es un problema de la sociedad y nos 
preocupa siempre buscar alternativas de solución; se ha avanzado en este tema en 
varios proyectos de ley-, yo vuelvo a la Ley de Inclusión Financiera: por ley, las tasas de 
interés que se pueden cobrar, por ejemplo para los créditos nómina, no pueden superar 
determinado tipo de spread por encima de la tasa promedio, que normalmente es la que 
fija el Banco de la República en el crédito social, que por tener una espalda financiera 
enorme su manejo lo hace discrecionalmente. 


Para una cooperativa de ahorro y crédito prácticamente no existe margen de 
rentabilidad. Para hablar en términos correctos, para una cooperativa no hay rentabilidad 
ni lucro; en todo caso es excedente y ese excedente que pueda haber al cierre del 
balance se devuelve al socio -al que operó- o queda como capitalización de la propia 
cooperativa para poder vender u ofrecer a sus socios más productos, de mejor calidad y a 
mejor precio. Esa decisión la toman los socios en asamblea. 


Yo también estuve preocupado por este tema en los lugares donde me tocó trabajar 
y, Objetivamente, siempre fue una preocupación la fidelidad a los valores y principios 
cooperativos de todo el movimiento cooperativo. Existió una época en este país en que 
las cooperativas de ahorro y crédito tenían, por algunos malos ejemplos, una mala 
imagen. Yo les puedo asegurar que, superada la década del noventa, con nueva 
legislación de distinto tipo, entre otras, la ley general del marco cooperativo, la 
Ley N* 18.407, hoy podemos afirmar que no existen cooperativas truchas, como les 
decíamos en su momento. 


Por lo tanto, cuando nosotros decimos que las tasas de interés están en estos 
parámetros, que ese precio del dinero que se presta está compuesto prácticamente sin 
excedente para la rentabilidad o el excedente que pueda tener la entidad, en este caso 
cooperativa, es una realidad. 


Cuando hablamos de preocupación por el tema usura, si bien nos preocupa no es 
precisamente el movimiento cooperativo, en su expresión de ahorro y crédito, el que está 
incursionando en ese terreno. Ni siquiera cuando hay malos pagadores. Cuando algún 
socio no puede pagar -el segundo proyecto en análisis habla de generar diálogo y de un 
comité; creo que era ese el término utilizado- se buscan alternativas de reperfilamiento de 
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la deuda, etcétera; ese es un hecho en las cooperativas de ahorro y crédito. No 
conocemos un ejemplo en el que se pase a la persona al Clearing de Informes, por lo 
menos en nuestras cooperativas socias; no conocemos ejemplos de que se aplique mora. 
Normalmente, cuando hay atrasos se dialoga con el socio y se buscar una alternativa de 
reperfilamiento de la deuda adecuada a su nueva realidad. En última instancia, los que 
gestionan la cooperativa son eso, gestores, pero no son los dueños de la cooperativa. 
Los dueños son los mismos socios que la operan. Este concepto es crucial. Si nosotros 
no asumimos que esta es la realidad de este sector de entidades financieras y les 
pretendemos aplicar una ley universal, como si fuera cualquier otra entidad, creo que 
estamos condenando a un sector muy importante, histórico, con gran arraigo nacional; 
hay que decir que allá donde se retiró la banca hay cooperativas de ahorro y crédito, la 
mayoría de ellas con mucho arraigo local. 


Con el doctor Amorín hablábamos del caso de Coopace, en Mercedes, Fray Bentos, 
Dolores. lr a esos lugares y hablar de Coopace es como hablar de Conaprole para 
cualquiera de nosotros. Es una marca de la localidad. Lo mismo pasa en Cintepa en Juan 
Lacaze. Es una vieja cooperativa de textiles y papeleros que eran los obreros de la 
localidad. En el caso de Coopace eran maestras. O sea, tuvieron un origen gremial, 
muchas de ellas se arraigaron en lo local y pasaron a formar parte de la cultura y la 
idiosincrasia de la localidad. 


Esos son los actores o agentes que pretendemos defender con nuestra acción 
gremial todos los días, pero también a partir de detectar que con estos proyectos de ley 
se les está tirando un obús a la línea de flotación porque nos da la sensación de que es 
muy atendible la preocupación, por ejemplo sobre el tema usura, pero no es el caso. 
Podrían ser muy oportunos muchos de los aspectos que el proyecto de ley propone para 
aplicar a otras entidades que nos son, precisamente, las cooperativas. Lo mismo pasa 
con el reperfilamiento de deudas. Yo le pido a algún diputado que está en la vuelta que 
haga un poquito de memoria. Hay una ley vigente sobre reperfilamiento que se llama 
consolidación de adeudos. Lo miro a Mujica porque con él hicimos el proyecto. Esa ley 
está vigente; en algún momento en Uruguay, a la salida de la crisis -con un nivel de 
endeudamiento importante y con gente que había tomado crédito en dólares y que 
todavía venía con el rezago de no haberse podido parar-, salvo alguna cooperativa que la 
utilizó, el República -para el que estaba destinada- no tuvo la voluntad de aplicarla; de 
hecho, está vigente y no se usa. Eso sí, había un concepto fundamental en esa ley que 
era: "Te reperfilamos la deuda porque tenés un montón de deuda que no podés pagar, la 
toma un solo acreedor, te la refinancio de acuerdo a lo que podés pagar, ahora, hasta no 
amortizar el 60 % no podés tomar nuevos créditos". Porque si no podemos resolver el 
tema de sacar el agua, si no cerramos la canilla va a existir el mismo problema dentro de 
un año. 


Reitero, esa ley está vigente. Lo anoto como un dato de la realidad: existen 
herramientas como para buscar reperfilamientos en determinadas circunstancias. El 
proyecto en cuestión nos da la sensación de que es peor todavía -el doctor Amorín lo 
puede desarrollar; él es un docente muy calificado en materia de contratos, obligaciones, 
etcétera-; aparte de haber artículos que no entendemos muy bien o que pueden ser 
contradictorios en su redacción o no muy claros, por mejor voluntad que haya, puede 
llegar a ser también un problema a la hora del precio del dinero porque cuando se habla 
de determinado tipo de tasa de interés, que no corra determinado tiempo o que se 
declare que no se puede pagar, entonces en determinado momento ya no se paga la 
mora, o determinado tipo de concursos parciales, no totales -el doctor sabe más que yo 
de esto y lo va a decir-, lo que puede pasar es que antes de prestar -me pongo en el lugar 
de una cooperativa que hoy tiene retención-, si pasa a la cola de los acreedores es la 
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muerte y cuando vaya a prestar de nuevo va a tener que mirar a muchas empresas 
pequeñas que operan con las cooperativas o cooperativas que operan con las 
cooperativas -la intercooperación es algo que funciona y mucho: existen cooperativas de 
trabajo, de producción, de vivienda, etcétera- puede llegar a pasar el encarecimiento al 
nuevo deudor. En la medida en que las pérdidas se puedan acumular se descapitaliza, se 
cobra a otro nivel o cada vez va a ser más rigurosa la hora de otorgar créditos a sus 
propios socios. 


Entonces, la lógica del sistema de cooperativas de ahorro y crédito tiene resuelto 
ese tema y los índices de morosidad son absolutamente menores. 


Es cierto también -vale la pena decirlo- que hay un sector de cooperativas que ya 
tienen un porte importante que también utilizan la modalidad de los créditos por afuera de 
la retención. Esto implica mayor riesgo, por tanto mayor tasa y por tanto compiten más 
con un nicho de mercado que está en las financieras, que son las que generalmente 
rankean cuando viene la rentabilidad, pero no es el caso de las cooperativas que 
nosotros representamos. No existe prácticamente morosidad en la medida en que la 
mayor garantía es la retención, aun con toda la discusión que generó el intangible; 
después, cuando se quiso tocar de nuevo el intangible, desde el lugar que nos tocó 
ocupar en ese tiempo tuvimos que tratar de dejar todo como estaba, porque si se sacaba 
la retención previa que tenía la cooperativa de consumo eso podía llegar a dilapidar su 
suerte, por ejemplo, en un momento en que se quiso tocar el orden de prelación. El 
Banco de la República, algunas financieras, algunas cooperativas y algunos bancos, se 
quedaron con la mayoría de los créditos nómina; había un riesgo en su momento y había 
cierto temor de que la banca extranjera se quedara con todo, pero no fue así. Hoy el 
crédito nómina no es un problema para las cooperativas de ahorro y crédito. Sigue 
funcionando el esquema del crédito con retención y esto nos ha permitido -sobre esto 
tengo un dicho que me lo confirma la realidad- que todos puedan "pescar de la misma 
pecera" y que todos puedan tener capacidad para poder cumplir con su rol. 


Algo muy importante es que la cooperativa de ahorro y crédito no solamente presta 
dinero y cobra la cuota social, sino que da una serie de beneficios que van bastante más 
allá del crédito: todo lo que son los aspectos sociales de los principios y valores 
cooperativos -sobre todo el sexto y el séptimo- en materia de formación, capacitación, los 
famosos Cefic (Comisiones de Educación, Fomento e Integración Cooperativa) que cada 
cooperativa está obligada a tener. 


Normalmente, somos quienes brindamos los cursos de educación financiera a los 
propios socios para que tengan claro cuál es el riesgo de tomar un crédito o cuáles son 
los elementos principales a la hora de estudiar la conveniencia o no, o la capacidad de 
pago o no que pueda tener una familia. Esos son cursos que habitualmente se hacen 
desde las cooperativas de ahorro y crédito, como también están las bibliotecas, las 
colonias de vacaciones, los servicios fúnebres. En un momento se decía que muchas 
veces se cobraba una cuota social mucho más cara que los servicios que se prestaban. 
Eso lo reguló la Ley de Inclusión Financiera; hoy ya no es un problema. Hoy tiene que 
existir una razonabilidad y un equilibrio entre la cuota social y los servicios que presta la 
cooperativa con la tasa de interés que cobra. Ya hay una ley vigente que permite 
controlar eso y es fiel a lo que las cooperativas quieren hacer que es cobrar la menor tasa 
de interés posible para sus propios socios. 


No me quiero alagar mucho. Mi rol en este caso -el doctor va a ser mucho más 
preciso que yo a la hora de analizar el articulado- es básicamente trasladarles la idea de 
que los proyectos son loables -esa es nuestra visión; los estudiamos-, pero en el caso de 
las cooperativas de ahorro y crédito o no tienen aplicabilidad, porque la realidad no es la 
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que nosotros vivimos y muchas veces, en caso de aprobarse tal cual están, nos pueden 
provocar un riesgo en cuanto a que lo que hoy es una estabilidad y un servicio importante 
que están ofreciendo las cooperativas de ahorro y crédito a casi novecientos mil socios 
en todo el país -no es un dato menor-, lo que hoy se está dando con cierta estabilidad, 
puede llegar a ser un problema que desestabilice la realidad de estas entidades que, 
desde nuestro punto de vista, van bastante más allá que prestadoras de crédito: son una 
forma diferente de ver la vida y de encarar la intermediación financiera. 


Simplemente, nuestro mensaje es trasladarles nuestra visión y nuestra 
preocupación sobre lo que implicaría la aprobación tal cual están los proyectos 
presentados. 


Me quedo por acá. En todo caso, si el presidente lo permite, el doctor Amorín puede 
brindar más elementos. 


SEÑOR AMORÍN (Marcelo).- Me presento: soy asesor de la Federación -como se 
señaló-, profesor adjunto encargado de cursos de obligaciones, contratos y 
responsabilidad civil y de la asignatura Derecho Cooperativo en la Facultad de Derecho 
de la Universidad de la República. 


Voy a acotarme al análisis del articulado y a tratar de de realizar algún modesto 
aporte al respecto. Hay un primer aspecto que se señalaba a nivel político que tiene 
incidencia en lo que voy a señalar: en cuanto a la unificación de los topes máximos, 
realmente las cooperativas de ahorro y crédito están lejísimos de esos topes máximos. Es 
un Asunto que incumbe a otro tipo de operadores del mercado. Las tasas de interés que 
cobran las cooperativas de ahorro y crédito están muy lejos de la usura. Realmente, no 
tiene incidencia en materia de las cooperativas de ahorro y crédito que, como se 
señalaba por parte del señor Bernini, hoy en día son cooperativas auténticas en función 
de la legislación que el propio país se ha dado en la materia. Ese tipo de cooperativas, 
que veíamos prosperar en la década del noventa, no existe más básicamente por los 
criterios que se utilizaron a partir del año 2002, cuando se dictó la primera ley en materia 
de retenciones sobre salarios y pasividades, luego reestructurada con la Ley de Inclusión 
Financiera de modo tal que se consideraron las características de cada una de las 
modalidades de cooperativa, las cooperativas de consumo con sus particularidades y sus 
leyes respectivas y las cooperativas de ahorro y crédito organizadas en función de la 
antigúedad en que cada una de ellas hizo valer el derecho de fuente legal frente a las 
respectivas tesorerías. 


Partiendo de la base de la existencia de un modelo de cooperativismo auténtico, a 
nuestro juicio, realmente no es un problema para las cooperativas de ahorro y crédito el 
tema de la variación en cuanto a la tasa para la configuración de la usura. 


Sí nos parece que a nivel de técnica legislativa se debe ser preciso en cuanto al 
lapso en que se considera la variación del índice de precios al consumo, si se trata del 
índice de variación de precios al consumo de los últimos doce meses o de los últimos tres 
meses, tal como se establece en cuanto a las tasas del Banco Central del Uruguay. 


En cuanto a otro tema que me parece central del proyecto de ley, que es el relativo 
a la exigibilidad anticipada, la posibilidad de cobrar la totalidad del crédito que devenga 
exigible en la totalidad del crédito, si se produce cierto atraso, es una medida tuitiva para 
los deudores. Hay que tener en cuenta que eso podría llegar a encarecer el crédito, 
considerando esta variante si hay que esperar que se genere cierto nivel de atraso para 
poder reclamar la totalidad del crédito. 


Con relación a la no capitalización de intereses, es otra definición política. Al 
respecto, simplemente un aviso al navegante: va a ser menos gravoso incumplir y puede 
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que se aumente el nivel de incumplimiento. Esto puede llegar a incidir en las tasas que se 
van a estar cobrando. 


Por otro lado, otra variante que sí puede tener incidencia en esta modalidad: la 
variación de los pequeños créditos. Cuando se consideran los pequeños créditos y su 
régimen de intereses, ahora se está aumentando lo que se considera pequeño crédito 
hasta los $ 515.000, aproximadamente. En este momento estaba cerca de los $ 100.000; 
abarcaba mayormente al crédito al consumo. Puede ser que esto impacte en créditos que 
se otorgan a las empresas, por algunas cooperativas de ahorro y crédito que otorgan 
créditos a empresas, ya no valiéndose del procedimiento de percepción a través de la 
cesión de salarios, pasividades y retención, sino cobrando por fuera. Si nosotros 
pensamos en lo que puede llegar a implicar que un pequeño comerciante -se ponía el 
ejemplo del litoral- solicite un crédito que está en el entorno del medio millón de pesos, 
con el riesgo que tenemos en cuanto a que vamos a estar limitados en los intereses - 
porque va a resultar de aplicación, luego del plazo de caducidad de veinticuatro meses, el 
Decreto-ley N*14.500-, esto puede llevar a que aum ente en algo la tasa que se le deba 
cobrar en caso de incumplimiento. 


Un asunto que sí preocupa a las cooperativas de ahorro y crédito tiene que ver con 
la limitación a la posibilidad de fijar primas por gastos fijos y seguros que se encuentra 
prevista en el artículo 14 del proyecto de ley. Es un mecanismo del que las cooperativas 
se sirven, está previsto para las cooperativas y es una práctica de estilo. Hoy en día está 
topeada la incidencia que puede tener esto y nos parece que es una herramienta que las 
cooperativas deben sostener. No voy a abundar en materia de la conformación de las 
cooperativas -las cooperativas son algo que trasciende cualquier visión política; en el 
Uruguay están plenamente consolidadas desde todos los partidos políticos y desde la 
historia del movimiento cooperativo-; todos los que están en sala y los que nos han 
precedido tienen claro este tema. Nosotros, a nivel de las cooperativas de ahorro y 
crédito, necesitamos de esta herramienta para poder cubrir esos costos en la lógica que 
se explicó de la forma que tienen de financiarse y el poco spread que tienen; deben tomar 
dineros -porque el financiamiento de los socios a veces no es suficiente- y, por su propia 
finalidad social, prestarlo a una tasa baja, que no alcanza de pronto a la del Banco de la 
República pero está en ese entorno. Entonces, para las cooperativas de ahorro y crédito 
esta es una herramienta importante. 


En cuanto al régimen de información intensificado, entendemos que hay aspectos 
que se pretende que se informen que tienen que ver con la operatoria de la propia 
cooperativa. O sea, si yo le informo a la persona cuánto tiene que pagar en total y cuál es 
el valor de la cuota ¿por qué le interesaría saber al socio cooperativista si hay una parte 
que es para la prima por el seguro o si son gastos operativos? Si quiere acceder a esa 
información, la puede solicitar por los mecanismos habituales de información de la 
cooperativa; puede acudir a la comisión fiscal y preguntar o directamente lo puede 
solicitar en el marco del derecho de información sobre la marcha de la cooperativa que le 
confiere la ley, cuando tuviere interés. Lo otro parece un aspecto de financiamiento 
interno que no tiene que ver con la información suficiente, clara y veraz que se le debería 
proporcionar a un consumidor, sino con un aspecto de gestión empresarial. 


No nos vamos a detener en el tema de la vigencia retroactiva de la ley porque desde 
el punto de vista de nuestro negocio no nos interesa. Sí corresponde identificar que 
pueden haber riesgos en materia de constitucionalidad en cuanto a la vigencia retroactiva 
porque, en definitiva, si hay alguien que es titular de un derecho de crédito hoy y se lo 
está expropiando de ese derecho de crédito en función de esta variación legal, podría 
entenderse que hay una incidencia en los contratos que no es adecuada a la 
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Constitución, tema que será discutible y que no nos merece mayor abundamiento desde 
el punto de vista de la representación gremial que hoy estamos desarrollando. 


Nos queremos detener en el proyecto de reestructura. Nos parece que es un 
proyecto que tiene severos problemas de redacción. Parte de la base de un determinado 
elenco de sujetos que se pueden amparar a este proyecto; hay una regulación en el país 
para este tipo de situaciones. Está la regulación de los artículos 452 a 471 del Código 
General del Proceso, en materia de concurso civil de la persona física, y además está la 
ley de consolidación de adeudos que, precisamente, apuntaba a resolver este tipo de 
situaciones de endeudamiento para aquellos créditos que se pueden hacer efectivos por 
parte de las entidades que los brindan a través de retenciones sobre salarios y 
pasividades. 


A su vez, se alude a conceptos jurídicos indeterminados como culpabilidad o buena 
fe que no nos generan temor, porque hay que tratar de precisarlos, pero a veces es 
bueno darles un mayor nivel de precisión en este tipo de regulaciones: qué implica que 
esté de buena fe o qué implica el proceder inculpable de parte del deudor. 


Por otro lado, se prevé que el acreedor tome la iniciativa. Supongamos que yo le 
presté a alguien equis cantidad de dinero y también lo hizo la cooperativa Artigas que 
integra el señor Bernini. Yo me presento y resulta que voy a terminar en una situación de 
igualdad, discutiendo las quitas con otros acreedores. ¿También van a estar el Estado y 
el gobierno departamental en esa instancia? ¿Todos los acreedores de este señor van a 
estar sujetos a este procedimiento de reorganización? ¿Y los acreedores que tengan 
garantías reales también van a estar involucrados en este procedimiento? 


Realmente, nos parece que el proyecto tiene una serie de problemas a nivel de 
redacción. Por ejemplo, si no hay acuerdo a nivel administrativo y hay que ir al acuerdo 
judicial, se establece un plazo de seis meses. ¿Seis meses desde cuándo? Se dice que 
desde la mora. Bueno, pero los seis meses desde la mora era para el procedimiento 
administrativo: ¿esto no era después del procedimiento administrativo? 


Por otro lado, ¿en qué momento los acreedores pueden ejercer el derecho de 
defensa? No está previsto en qué momento pueden ejercer el derecho de defensa. O sea 
que se les va a imponer algo que se denomina un acuerdo judicial forzoso -que no es un 
acuerdo porque el acuerdo supone la expresión de voluntades, una convención- que, en 
definitiva, se va a reconducir a una sentencia que va a estimar, de acuerdo al criterio del 
aplicador del derecho, cuánto debe pagar cada quién en qué circunstancia. Esto me hace 
acordar a cuando don Quijote le daba a Sancho Panza los consejos sobre cómo gobernar 
la ínsula Barataria; le decía que no se guiara por la ley del encaje ni por la ley del 
embudo, que en un lado es muy grande y en el otro es muy chiquito. Realmente, nos 
parece que traer este tipo de soluciones, concretamente, desde el modelo español o 
desde las directivas de la Unión Europea y trasvasarlos de esta manera al orden jurídico 
nacional puede tener un impacto nocivo, negativo, que va a ser ampliamente superior a lo 
que se pretende resolver. 


Por lo tanto, realmente desaconsejamos la aprobación de este proyecto de ley en 
nuestra humilde opinión técnica. No queda claro para qué queda inhabilitado este sujeto. 
Entendemos que puede haber una protección a los deudores que se tiene que construir 
en base a una información suficiente, clara y veraz con las herramientas que brinda la 
Ley de Defensa del Consumidor. El movimiento cooperativo tiene un rol esencial en esto - 
el señor Bernini lo expresaba con su estilo político- en cuanto a cuál es el vínculo entre 
las cooperativas auténticas que están en la conformación social -cualquiera de los 
representantes del interior sabe de qué estoy hablando- y los cooperativistas, y cómo se 
va construyendo ese vínculo. Este proyecto de ley puede afectar fuertemente ese 
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relacionamiento y puede colocar a las cooperativas en una situación de paridad con los 
otros operadores y con los otros acreedores que no nos parece apropiado y que no toma 
en cuenta las diferencias que se han construido en función de lo que ha sido la 
construcción del derecho cooperativo nacional. 


En conclusión, respecto de la modificación a la tasa de interés no tenemos 
observaciones, no somos del elenco de posibles afectados por las modificaciones a la 
tasa de interés; construimos una economía humana con base en otros valores. Sí nos 
interesaría que se precisara ese aspecto del IPC. 


Respecto a los pequeños créditos, es un aspecto a ponderar y sí nos puede afectar 
esa situación, en particular cuando estamos concediendo créditos para pequeñas 
empresas que no son con retención. El someternos a ese régimen nos puede afectar y 
nos parece importante -y necesario para el funcionamiento de nuestras cooperativas- que 
se mantenga el criterio hoy vigente en el artículo 14 en torno a los gastos fijos y los 
seguros. 


Creo que con esto hemos dado un panorama -tal vez abusando del tiempo de los 
señores legisladores- que espero les sea de utilidad para la oportuna toma de decisiones. 


Muchas gracias. 


SEÑOR REPRESENTANTE GONZÁLEZ RÍOS (Luis).- Pensando en los costos 
operativos, que es una de las preocupaciones que se han manifestado en la Comisión, el 
señor Bernini decía que no todos los agentes financieros son iguales y que hay que 
tratarlos de forma distinta, lo cual considero totalmente acertado. El hablaba de costos 
importantes, en el caso de las cooperativas -al estar afiliadas, por el tema del consejo de 
salarios, a la actividad bancaria tienen mayores remuneraciones que otros y también la 
afiliación a la Caja Bancaria les genera aportes mayores-, entonces le preguntaría qué 
otros elementos se pueden explicitar en cuanto a diferencias de costos entre los dos 
sistemas; hablo de lo tributario en forma genérica. Por ejemplo, a las cooperativas le 
suben los costos operativos y no a otros, aunque ahora que digo "tributario" hay una que 
estaría en contra ya que otras empresas pagarían impuesto a la renta sobre esas 
ganancias y en el caso de las cooperativas los excedentes están exonerados del 
impuesto a la renta. Planteo esto para ver las diferencias de costos y en qué están 
perjudicadas las cooperativas. 


SEÑOR BERNINI (Gustavo).- Acá estamos hablando del precio del dinero. Los 
componentes del precio del dinero son variados. Cuando yo hacía referencia a que, 
comparativamente, un costo mayor es el producido por los salarios de los trabajadores y 
los aportes a la seguridad social respecto a las financieras, estoy tan tentando a discutir o 
a plantear por qué los bancos abren financieras... Los bancos tienen todas las 
posibilidades de otorgar créditos al consumo. Abren financieras porque quieren bajar 
costos; es parte del negocio. La cooperativa no tiene ese desvelo. Quiere cobrarle al 
socio lo mínimo necesario de acuerdo a los costos que tiene para poder aplicar. Cuando 
una cooperativa se queda sin capital social o tiene poco capital social y tiene mucha 
demanda de créditos, tiene que salir al mercado a buscarlos. Estoy tentando también a 
abrir una discusión respecto a buscar otras formas o herramientas financieras que 
permitan fondear a las cooperativas que hoy no existen o que son extremadamente 
rígidas como, por ejemplo, los fideicomisos. La cooperativa que necesita capital para 
prestar porque hay demanda -y una demanda ajustada porque tiene retorno y sería 
cumplir con su fin- tiene que ir al mercado. Muchas veces el República no presta a las 
cooperativas porque las ve como competidoras; fíjense ustedes: es donde se podría 
sacar el crédito más barato en el mercado. Entonces, se cae o se logra que alguna 
cooperativa que tiene buena espalda de capital preste -a una tasa muy razonable porque 
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estamos hablando entre hermanas, supuestamente- o se tiene que ir al mercado, al 
Santander, al Scotia o al BBVA. Y si el Scotia o el BBVA, sabiendo que es una 
cooperativa, les cobra baja tasa en comparación a lo que cobrarían en el mercado, 
porque prácticamente no hay riesgo -estamos hablando de que cobra 20%, 15 %., 
cuando se le va a cobrar al socio ese es el piso. A ese piso que vos tenés que pagar para 
hacerte de ese fondo le tenés que agregar los costos salariales, los costos operativos, los 
costos impositivos y ahí es que se construye el valor. Ese factor del costo del dinero es 
determinante a la hora de fijar la tasa para una cooperativa. Por eso muchas veces 
quisiéramos cobrar menos que el 38 %, pero hay algunos espacios que son inexorables 
que es cuando se precisa capital. Hay que encontrar otras formas baratas de acceder al 
capital. 


También es cierto que la tasa puede ser más baja porque al tener retención el riesgo 
es menor. Estamos aburridos de ver avisos en la televisión -no uno; creo que es de los 
avisos que más hay junto con los de Coca Cola y Mc Donald's-: "Venga con la cédula o 
llame por teléfono" o vas por 8 de Octubre y te dan un volante. ¿Por qué es eso? ¿Están 
tirando la plata? ¿No ganan plata? ¿Les gusta perder? No. Lo que pasa es que ahí sí 
aplican intereses en función del riesgo desmesurado que implica prestar con tan pocas 
garantías de retorno. Entonces, el componente del precio del dinero es el desafío 
permanente. 


Yo di mi visión de lo que considero que es así. El doctor Amorín podrá aportar más 
profesionalmente que yo. 


Gracias. 


SEÑOR AMORÍN (Marcelo).- En la estructura del cooperativismo, uno de los 
problemas básicos -ya lo señalaba el recordado profesor Rippe- es el tema del capital, 
cómo se capitalizan. La base del pequeño aporte de una multitud respecto de alguien que 
tiene dinero y quiere obtener utilidad en función de la colocación del dinero. En las 
cooperativas eso tiene un costo. Cuando la cooperativa no logra, del aporte de sus 
propios socios, obtener dinero para prestar se tiene que fondear y eso genera una 
estructura de costos distinta. 


De todas maneras, además, esto está acompañado por la finalidad social de las 
cooperativas y las tasas de interés que cobran, que van acorde a esa finalidad social y 
que han sido mencionadas: están en el entorno del 38 %. 


SEÑOR REPRESENTANTE PERRONE CABRERA (Álvaro).- Me quedó haciendo 
ruido el hecho de que el BROU no les presta a las cooperativas. ¿Esto está escrito en 
algún lado? ¿Hay algo al respecto? Porque si es eso es así, nosotros también desde acá 
tendremos que hacer nuestro trabajo. Entiendo los problemas de capitalización que 
puedan tener las cooperativas, entiendo que tengan que salir a buscar y que tendría que 
ser el BROU el principal socio para esto, pero me quedó haciendo ruido eso por eso la 
pregunta. 


SEÑOR BERNINI (Gustavo).- Agradezco la pregunta, señor diputado. 


Estamos hablando de las cooperativas de ahorro y crédito. No hay una norma 
escrita; no hay una decisión por escrito, pero ha sido recurrente que cuando se solicitan 
créditos o resulta muy difícil y no dan, o te dan un poco y después no te dan más. O sea, 
hay dificultades fluidas. No nos dicen que es producto de que somos competidores en el 
consumo con respecto al crédito social. Yo soy de la idea de que el Banco de la 
República no tiene competidores en el mercado. La libre competencia se los come a 
todos. El Banco República tiene US$ 1600.000.000 para prestar -yo creo que ese es el 
capital acumulado; no precisa- y las tasas de interés que fija lo hace, obviamente, previo 
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acuerdo con el Banco Central porque no tiene problema de acceso al capital, no le cuesta 
dinero; hoy por hoy, los depósitos prácticamente no pagan interés, mucho menos los que 
están a la vista, aun dejando los encajes y todo lo demás. 


Yo lo veo como medio mezquino, pero no le puedo decir al señor diputado que hay 
una decisión escrita ni una resolución. No. Le quiero decir que es la experiencia cotidiana 
que pueden tener las cooperativas. Por eso, uno de nuestros desvelos -hace poco 
estuvimos discutiendo fuertemente en Cudecoop cuáles pueden ser las modificaciones a 
la ley general de cooperativas ya que hay un nicho de oportunidad para hacerlo en la 
comisión de cooperativismo y en el propio decreto reglamentario- es encontrar algún tipo 
de mecanismo que nos permita acceder a capital más barato. Por este motivo yo hablaba 
de algunas herramientas financieras que de alguna manera, sin perder de vista que las 
cooperativas son algo distinto a lo otro, puedan significar un aporte de capital fresco, a 
bajo costo, y que eso redunde, además, en cobrarle menos al socio porque no es que se 
lo apropie la empresa, no es que aumente la rentabilidad. Eso inmediatamente se 
traslada al costo del dinero que le cobramos al dueño de la cooperativa, que es el socio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más consideraciones ni preguntas, la Comisión 
de Hacienda agradece la presencia de la delegación de la Federación de Cooperativas de 
Ahorro y Crédito. Estaremos en contacto por cualquier consultar referida a estos 
proyectos. 


(Se retira de sala la delegación de Federación de Cooperativas de Ahorro y Crédito) 
———Continúa la reunión. 


SEÑOR REPRESENTANTE PERRONE CABRERA (Álvaro).- Quiero solicitar el 
envío de la versión taquigráfica de la comparecencia de esta última delegación al 
directorio del BROU. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 

(Se vota) 

———Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
La Secretaría procederá en este sentido. 


SEÑOR REPRESENTANTE MUJICA (Gonzalo).- Si no hay inconveniente, vamos a 
solicitar que se ponga a consideración el proyecto que vino del Senado: "Participaciones 
patrimoniales al portador con destino al Banco Central del Uruguay" 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos de acuerdo, se pasa a considerar el proyecto 
"Participaciones patrimoniales al portador con destino al Banco Central del Uruguay. (Se 
modifican los artículos 5."de la ley n.*18.930 y 39 de la ley n.*19.484". 


(Apoyados) 

En discusión general. 

Si no se hace uso del a palabra, se va a votar si se pasa a la discusión particular. 
(Se vota) 

———Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión particular. 

El proyecto tiene un único artículo. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo único. 

(Se vota) 
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———Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

Queda aprobado el proyecto. 

Se propone al señor diputado Mujica como miembro informante. 
(Apoyados) 

———Queda designado como miembro informante el señor diputado Mujica. 
Si no hay más asuntos, se levanta la reunión. 


